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EXP. N.' 00979-2018,PA/',rC
PIURA
RoBERl. JAIME VÁSQUEZ ATOCHE

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 22 de octubre de 2018

ASUNTO

FUNDAMIiNTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-201,1-PA/TC, publicada en el dirriu
ofictal El Perüano el 29 dc agosto de 20i,1, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia inlerloculoriJ

ria, dictada sin más trámite, cuando se p¡esente alguno de los siguieütes
s, que igualmente están conteúdos en ei artículo li del Reglame¡to

livo del Tribunal Constitucional

a) Carezca de fundamentación la supucsta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el ¡ecurso no sea de especial

trascendencia constitücionál
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. Er'r 1a sentcncia recaida en el Dxpediente 0073 8-201 l-PA/TC, publicada el 25 de

nrayo de 2011, este Tribunal declaró infundada la dcmanda dc amparo por
considemr que, de conlbmidad con las senlencias emitidas en los Expedienles
00002-201o-PI/TC y 03 818-2009-PA/TC, así como en la resolución del Expediente
00002-2010-Pl/ lC, cl Égimen de protección sustantivo-repamdor contra el despido
arbitrario. previsto en el régimen laboral especial del conlrato adminislrativo de

servicios (CAS), guarda confonnidad con el a ícr¡lo 27 de la Constitución. Por esta
razón, al quedar demostrado que el dcma¡dantc mantuvo una relació¡ laboral ¿r

plazo dete¡minado que culminó al vencer el plazo estipulado en su último CAS
(folio 2 y 77). la extinción dc la relaciór'r laboral se produ,jo de forma automálica
conlb¡me al Decrelo Supremo 075-2008-PCM.

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Ilecurso de agravio constitucional interpuesto por don Robert Jaime Vásquez
Atoche contra la resolución de fojas 291, de fecha 13 de feb¡ero de 2018, expedida por
la Sala Civil y Labo¡al de Emergencia de Piura dc la Cone Superior de Justicia de Piura,
que declaró inl'undada la demanda de autos.
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3. El demandanle señala que ha laborado para la emplazada desde el I dc junio de

20ll al 31 de diciemb¡e de 2014. Prime¡o, emitiendo recibos por honorarios

dllrante los meses de mayo a julio de 201I y, poste ormente, en vifud a contratos

administmtivos de servicios (f. 122). Sobre el particular, en autos obran medios

probato¡io s que acreditan la prestación de servicios desde el I 2 de j ulio de 20 I I al

3l de diciembrc de 2014, por lo que este Tribunal se pronunciará ¡especto a este

periodo.

4. El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, do manera desestjmatoria. Én

el Expediente 0073 8-201 I-PA/TC por dos mzones: l) se p¡etendc dejar sin e1écto

el despido del que ha sido objeto el recuüente, ordcnándose su reposición cn el

cargo que venía desempeirando; y 2) ambas demandas se sustentan en que la parle

demandante prestó seNicios personales y sujeta a subordinació[ bajo el régimen de

contratación administrativa de servicios (CAS) (folios 143 a 168 y 7 a 66).

5. En consecuencia, y de lo expucsto en los lundamentos 2 y 3 stpra, se verilica que

cl presente recurso de agravio ha incun-ido en la causal de rechazo prevista en cl
acápile d) del fundamcnto 49 de la sertencia recaida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y cn el inciso d) del afiículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunai
Constitucional. Por esta razón, cor¡esponde declarar, sin más trámile, improcedente
el recurso de agravio constitlrcional.

Por eslos InlldameDtos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le

conilere la Constitución Politica del Peú, el fundamento de voto del magisfado Sardón

de Taboada, y la paficipación del magistrado Espinosa-Saldaña Banera. convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado l'errcro Costa.

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.

MIIIANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
IISPINOSA.SAI,DAÑA BARRERA

Lo

,.- l a

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recu¡so de agravio constitucional.

Publiquese y notifiquese.

SS,
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDON DE TABOADA

Si bicn estoy de acue¡do con el fallo de la sentencia iüterlocuto a expedida en autos,
discrepo de su fuDdame¡tación.

En el acápite b) del fundamento 49 de la scntcncia emitida en el Expedientc 00987-
2014-PA/TC] 

-prcccdentc 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucional scñaló quc

dcbe rcchazarse el recurso de agravro constitucional cuando la cuestión de Derecho que
contiene no sea de especial tmscendencia constitucio¡al.

Bn este caso, la parte demandante solicita su ¡eposición en el puesto de trabajo, por
oonsiderar que fue despedida arbitrariamente. Sin embargo, como he señalado
repetidamenle en mis votos emitidos como magistrado de este'fribunal Constitucional,
considero que nuestra Constitució¡1 no establece un régimen de estabilid¿d laboral
absoluta.

A mi entender, el derecho al trabajo consagrado por el articulo 22 de la Constitución no

lncluyc la reposición. Como señalé en el voto singular que emití en el Exped:cntc
05057 2013 PA/TC, Precedente Huatuco Huatuco, cl dcrccho al trabajo

tr'-:,-q
§i+'2/
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debe ser e¡tendido con'la la posíbili¡{ad de acrciet libremente al mercado ldborul o a
¿esdrro at ld a.¡irídad económicd Ee uno quieru, rlentro de los li ites que la ley
e*ohlace por razotes de ardek público. Solo esta interprelación €s consiste¡tc con Ias

libcñádcs dc contratación y trabajo consagradas en el articulo 2', incisos 14 y I5; ]a libcrtad
dc cmprcsa €slablccida cn el articulo 59"; y, la visión dinámica del proccso oconór¡ico
conLc¡ida en cl arliculo 6l'dc la Co¡slitución.

Asi, cuando el articulo 27 de la Conslitución de 1993 establece que "la lcy otorga al
trabaj¿dor protección adecuada contra (]l despjdo arbitrario", se refiere solo a obtencr
u a jndc¡nnización dcterminada por la ley.

A mi criterio, cua¡do la Constitución utilizó cl adjetiyo arbitario, englobó tanto al
dcspido rulo coño al injustil¡cado de los que hablaba el Decreto Legislativo 728, Lcy
dc F'omcnto dcl Llmplco, de 12 de ¡oviembre de 1991.

Irsto es asi porquc, scgin cl Diccionario de la Lengxa tsspañola, arbitrario es

S{elo a la libre volu¡rad o al cápricho anlcs qüc ¡ la ley o a Ia razón

Indcbidamente, la t,ey 26513 
-promulgada 

cuando ya se encontraba vigcntc la actual
Constitución prctcndió cquiparar el despido que la Constitución denomrró drb¡trario
solo a lo que la versión original dc1 Dccreto I-egislativo 728llamó injustif¡cado.
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Semc.ja¡tc opcración no¡mativa impljcaba añ¡mar que el despido rrlo no puedc scr
descrito como "sujeto a la libre voluntad o al cap¡icho antes qüe a Ia ley o a la razón", lo
que es evidentemelrte inaccptable.

Más ¿llá de su deñciente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
reposición como mcdida de p¡otección frente a un tipo de despido, e¡tregándoles a los

.jucccs podcr para forzar la conti¡uidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación que se l¡antiene cn cl Texto Único Ordenado del Decreto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediaDte
Decreto Sr¡premo 003-97-TR- es inconstitucional.

Lamentablemente, este error fuc ampliado por el Tribunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
correspondia 1a rcposición incluso ftente al despido arbitraio.

Al tiempo que extrajo la reposición dc la cxistencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera entre el despido nulo, cl incausado y el fraudulento. Asi,
si no converlcía. al meDos confundiria.

A mi criterio, la proscripción co¡stitucional de la reposición incluye, cicrtamente, a los
lmbajadores del Estado sujetos al Dccrcto Legislativo 276 o a cualquier otro régtmen
laboral público.

l,a Constitución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar el támino "estabilidad laboral",
con el quc tanto su predecesora de 1979 como i]l Decreto Legislativo 276. de 24 d.
marzo de 1984, sc rcfcrian a la reposición-

Ill derecho a la reposición dcl régirren de la canera administrativa no sobrevivró, pues,
a la promulgación de Ia Constituoión cl 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrjdo casi veinticinco años sin quc algunos se pe¡caten de cllo.

Por tanto, considero que el recurso de agravio collstitr¡cional debe recbazaLse porque no
cs1á ¡clacionado con el contenido constifucionalmente protegido dcl dcrccho invocado.

SARDON DE TABOADA

Laq

OT

cerllfico:
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

2

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas, pero me pemito señalar lo
siguiente:

En pimer témino, y sin düda alguna, una preocupación centml de quien imparte
justicia en general, y de este Tribl¡¡al Constitucional en particular, es la de

asegurar el cumplimiento de sus decisiones. En ese sentido, cn la sentencia

recaída en el Expediente 00002-2010-PVTC se declaró infundada la demanda

de inconstitucionalidad, interpuesta en contm del Decreto Legislativo 1057,

que reglla el Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(cAS).

Esto ha llevado a que el Tribunal Constitucional haya descstimado, en

numerosas ocasiones, demandas donde trabajadores que laboraban al amparo de

cste régimen especial había¡ solicitado su reposición en cl cargo que venian
desempeiiando en condición de trabajador permanente, alegando la

desnaturalización de su contrato. Esta práctica constalte! como queda claro,

rosulta coherente co¡ lo decidido en la sentencia recaida en el Expediente
00002-2010-PI/TC.

Ahora bien, y más allá de lo señalado a nivel jurisprudencial, resulta pertinente

recordar que el Régimen Especial dc Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) surgió co¡1 la intención de dejar atrás la Contratación por Servicios No
Personales (SNP), ampliamcntc extendida a inicios de la década pasada. Sin
embargo, rcsulta claro que, luego de varios años de utilización, no parece quc

estc sisteDa de contrat¿ción responda actualmeote al objetivo de for.jar una

administración pública eñciente, basada e¡ la me¡itocracia y ]a igualdad de

oportunidades en el acceso a los cargos públicos-

En efccto, ello no podía ser de otro modo dada la tcmporalidad o, mejor dicho, la
transitorjedad que debía tener este régimen especial y quc qucdó plasmado en la
Ley 29849, que establece la eliminación progrcsiva del Régimen Especial del
Decreto Legislativo 1057 y otorga derechos laborales, en cuyo articulo I se

dispuso como objetivo "establecü la eliminación del Rógimen Especial de

Contratación Administrativa de Servicios, rcgulado mediante el Decreto
Legislativo 1057. (...) La eliminación del referido régimen se efoctua de manera
progresiva y de confo¡midad con las disposiciones cstablecidas en la presente

Ley".

3

4
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5 Sin embargo, y contra lo que pudiera pensarse, Io cierto cs que, después de

varios años, el Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) no solo continúa existiendo sino que también ha venido creciendo de

manera sostenida a una tasa promedio anual de 87o en el periodo 2009 2016,
de tal forma ql¡e actualmente representan al 22% del empleo público sujeto a un
régimen laboral, como bien se desprende del Informe "Régimen Especial de
Contatación Adminisfativa de Servicios", emitido po¡ la Autoridad Nacional
del Servicio Civil (Servir).

En mérito a lo cxpucsto, este Tribunal estima que la cobertura constitucional y
legal dc este régimen especial no puede ni debe entenderse como una constante,
y sin variación algxna ell el tiempo, má\ime si cada vez son más el número de

causas que plantean problemáticas complejas que giran cn tomo a la
peínanencia de este régimen. Citamos, a modo de ejemplo, Ios casos de

habajadoras embamzadas a las que no se les renueva el contrato, trabajadores
sindicalizados o que buscaD forma¡ un sindicato, tnbajadores que sorl
contratados inicialmente bajo diversas modalidades para luego, con el fin de no
otorgar la reposición en ün eve¡tual proceso judicial, se les hacc ñrna¡ contratos
CAS, entre otros supuestos.

Por último, conviene pronunciarse si en médto a la propia estructura del
Tribunal Constitucional peruano, los proccsos que allí se atieDden y 1o que
implica materializar las sentencias ya emitidas, este Alto Tribunal cue¡ta con la
debid¿ capacidad operativa e institucional para afrontar los problemas existentes
en el escena o aqüí descrito.

Adelantando algo de esa discusión, convendría señalar que si bien es ciefio qüe
e1 ejercicio de las competcncias cxplicitas c implicitas dc un Tribunal
Constitucional puede reivindicar ciertas fuDciones y potestades para si, aunque
no se encuentran expresamente reconocidas para é1, siempre y cuaüdo se

encuentren dentro de lo "constitucionalmente necesario", y no, como alegan
algunos, de 1o "constjtucionalmente posible". Señalo esto cn mórito a que
considero que, en estricto respeto a una separación de funciones y un criterio de

corrección funcional, el T bunal CoDstitucioral pen¡aÍo debe entender que e¡
rigor a quien coresponde solucionar la problemática en tomo a la aún

6

7

9

8.

Sicndo asi, cabe preguntarse por cuánto tiempo más el mantenimiento de este

régimen especial contará con una coberfura constitucional y legal suficiente,
muy independientemente de las loables intenciones que podrían guiar a quienes
han permitido su peÍnanencia. En ese sentido, considero que éste representa un
punto sobre cuyos alcances conviene conversar.
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permanencia del Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) es al legislador.

Lo rccieDtemente señalado, por cicfo, no debe llevar al inmovilismo de un

Tribunal Constitucional, cuya labor es precisamente la de dcfcnde¡ y promover
la flrerza normativa de la CoDstitución y la vigencia cfectiva de los derechos,

Iabor que, por cierto, implicá resolver conlbrme a Derecho, inclusive muy a

despecho de los vacios o insuficiencias que pucda presentar el orde¡amiento
jurídico vigente del pais donde le toca actuar.

Estamos pues ¿nte mate as sobre las cuales se hace necesario conversar, y
evaluar lo decidido cn su momento, máxime cuando se aprecia que no se estiín
produciendo los cambios legislativos que este T.ibunal Constitucional habia
tomado como presupuesto para decidir en determinado sentido en las

controversias que resuelve en ¡elació¡ a este régimen especial.

Como síntesis entonces a este primer tema, en tanto y en cuanto el Régimen
Especial de Contratación Administrativa de Seryicios (CAS) se encuentra
ple¡amente vigente y su constitucionalidad ha sido conñrmada, todavia seglirán
existicndo pronunciamientos que guarden coherencia con dicha posición. Sin
cmbargo, resulta indispensable a¡alizar si lo ahora previsto pe¡mite una
participación del Tibunal Constitucional peruano que, sin romper Jos

parámetros co¡stitucional o legalmente necesarios y su real capacidad
operativa, pueda afrontar los problemas derivados de la supervivencia de este

rógimen especial, más allá de lo inicialmente proycctado.

Ahora bien, tambión cxistc un segundo tema que anotar; y es quc la labor del
juez constitucional, que tiene por fin último el reconocimiento y la tutela de los

derechos, debe, precisamente, superar cualquier dificultad, limit¿ción o
formalidad que dificulte ese quehacer. En ese sentido, debe dejarse de lado
cualquier interpretación fo¡malista de üna norma o un concepto. Además, dcbe
corregirse en sede de la interpretación coostitucional cualquier lectura formalista
y en puridad técnicamente incorrecta de la normatividad vigcnte, máxime si se

fata de tutelar los derechos.

a¿ (_

Lo qú

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la CoÍstitución, y con el mayor respeto por Ia ponencia

de mi colega magistrado, emilo el paescnte voto singular, para expresar respetuosamenle
que disiento del precedenle vinculante establecido en la Sentencia 00987 -2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUI'ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CONSTITUCIOJ.-AL COMO CORTE D[ RtrVTSIóN O FALLO Y NO DE

cASACIóN

La Constitución de 1979 creó el 'lribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constiiución de 1993 convi¡tió al Tribunal Constitucional
en instancia de 1'allo. La CoDstitución del 79, por primera vez eD Duestra historia
constilucional, dispuso la creación de u¡ ór'gano ad lroc, independiente del Poder

Judicial. coD la tarea de garanlizar la supremacia constitucional y la vigenciá plena

de los dcrechos fundamentales.

2. La Ley Iundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución. que tenia j u¡isdicción
cn todo el territorio nacional para conocer, en víd de cdsac¡ón, de los habeus corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una instancia habilitada para falla¡ en forma definitiva sobre la causa. Es

dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dererhos reconocidos en l¿ Constituciún.

3. En csc sentido, la Ley 23385, Ley Orgrinica del Tribunal de Garantías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos,12 al46, que

dicho órgano. al encontrar una resoh¡ción denegato a que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma enada o ha incu¡¡ido en graves vicios procesales en Ia

tramitación y resolució¡l de la dema¡da, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar Ia deficiencia, devolverá los actuados a la Co e Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo 1á1lo siguiendo sus lineamicntos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los p¡ocesos constitucionales
mencionados.

t'{Yl

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de lutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, arnparc, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crca al Tribunal Constitucional
como órgano dc control de Ia constilucionaiidad, aun cuando la Constitución lo
califica e¡róneamente como "órgalo de control de la Constitución". No obsta¡te, en
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materia de procesos constitucionales de la libertad, ia Conslitución establcce que el
'l ribunal CoNtitucional es instancia de ¡cvisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhtma y
deinitiNa inst1nciLl, las resolucíones denegaloriL¡s d¡ctadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeus data y acción de cumplím¡ento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fu¡damentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe ios alegatos de quien se

estima amenaz¿do o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectu¡a diverca
cont¡avendria mandatos esenciales de la Constitución, como soD el principio de

del¿nsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supren'¡o de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obsertancia del debido proceso y tutela

¡utisdícc¡ofial. Nifigufia peftona puede sel dest¡iada de la jurisdicción
predeterminada por la ley, ni somet¡da a ?rocedimiento distinto de los previa enle
establecidos, ni juzgada por órganos ¡ur¡sdiccionales de excepción ni pot
comisiones especiales creadas al eJeclo cualquiera sea su denominación",
coDsag¡ada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del celtiorar¡
(Suprema Cortc de los Estados Unidos), cn el Perú el Pode¡ Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fbndo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtgnido una
protección de su de¡echo en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
eslá en discüsión es la supuesta aülenaza o lesión de un derecho fu¡rdamental, se

dcbc abrir la vía corrcspondicntc pa¡a que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la aperlura de esla aia solo se p¡oduce si se permile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante u¡l pomeno zado
an,ilrsis dc Io que se prelende. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales liente a los podercs
públicos y privados, lo cual cvidcncia el triuntb de la justicia frente a la
arbitrariedad.

I ililililil llill llll lll
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lit, DtrRIicIlo A srrR oiDo coi\ro MANrrf,sr^cróN DE LA DEMocR^TrzACróN DE Los
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALES DI I,A I,IBERTAD

8. La administ¡ación de jüstjcia constitucional dc Ia libcrtad que brinda el T¡ibtnal
Constitucional, desde su creación. es respetuosa! como corresponde, del derecho de

rtfl
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defensa iflherente a toda persona, cuya manifestación prima a es el de¡echo a se¡

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier p¡oceso en el cr¡al se

.lete¡minen sus derechos. intereses ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, Ia cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
oral, los argumentos peúiI1entes, concrctándose el p ncipio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención de las partes, correspo¡de señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia coístituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derccho a ser oido con las debidas garantías.

I L Cabe añadir que la participación directa de las pafies, en defensa de sus intereses,
que se concede en ia audicncia de vista, también constituye un elemento que

democmtiza cl proceso. De lo contra¡io, se dccidiría sobre la esfera de interés de

una peÉona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resulta a
excluyentc y antidemocrático. Además, el l'ribunál Constitr¡cional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las aazones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima ro por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sulicienle las mzones de de¡echo y de hecho relevattes en cada

caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "oblíga al Es¡ddo ¡t lralat al ifidi'ríduo en todo momento cotuo

un Nerdadero suieto del proceso, en el más amplío sentido de esle conceplo, y t1o

simplemente como objero del mismo"t,y q\e "para que exisÍd debido proceso legal
es preciso que un juslic¡able pueda hacer valer sus derechos y defender sus

i tereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otro!

I Cofie IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.
t Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. T nidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pá¡rafo 146.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reform¿rdor, toda
vez que como órgano constituido t¿unbié¡1está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un p.oceso constitucioDal de la libertad la denominada

"sentencia inte¡locuto¡ia", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera eseocia juridica, ya que el Tribunal Constitucionál no tieDe competencia
para "revisar" ni mucho me¡os "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constituciotal, el
'l¡ibunal Constitr.¡cionai l1o "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial- Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechaza¡ dicho recuño! sino por el coDtra o de "conoce¡" lo que la paÍe alega
como un cgrar io que Ic caus¿ indefensión.

16. Por oho lado, la "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido! en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñni¡lo, ni justificarlo,
convie¡te el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se pod a

afecta¡, entre ot¡os, el derecho l'undamental de defensa, en su manifcstación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría Iugar a decisiones sübjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrian que adivinar qué resolverá el TribuÍal Corstitucional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, muldtis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-P'TC repite lo señalado por el T bunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso l-uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natúaleza
procesal de los procesos constitucionales de ]a libertad (supletoriedad, vía preria,
vías paralelas, litispendencia, invocación del dcrecho constitucional liquido y
cieño, ctc.).

18. Sin emba¡go. el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no co¡lstituye un
motivo para que se pueda desvirluar la esencia principal del ¡ecu¡so de agravio
constitucional.
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19. Por taÍto, si se tiene en cuenla que la justicia en sede constitucional ¡epresenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a l'avor de qüe en el p¡esente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuchaa a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentlan justicia en el Pode¡ Judicial;
cspccialmente si se tieñe en cuenta que, agotada la vía constitucional, al iusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de ptotección de derechos
humanos.

20- Como añmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa lotal de Ia Constitución, pues si toda garantía constitr.¡cional
e11traña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defcnder su derecho
está dcfendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la p¡otección j udicial auténtica".
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